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  Introducción


  Existe consenso entre los investigadores y analistas en considerar al período peronista como una etapa decisiva en la historia política y social argentina, por múltiples razones y en variados sentidos. No obstante, desde una perspectiva económica ese acuerdo parece horadarse rápidamente. Si bien para algunos el peronismo habría puesto fin a la larga agonía del modelo agroexportador comenzada en los años treinta, para otros sólo fue parte de un proceso de crecimiento industrial iniciado en esa fecha y que no concluiría hasta muchos años después de derrocado el gobierno. Pero, en general, la idea predominante es que aquellos años fueron de ruptura; más aún, se habría realizado un “giro copernicano”, una “divisoria de aguas” que modificó de manera cardinal las relaciones sociales dando origen a un proceso de industrialización pujante y a la emergencia, junto a una clase obrera consciente de sus potencialidades, de una burguesía comprometida con el desarrollo nacional. Se trataría del momento histórico en el que la industria y los derechos sociales de los trabajadores se conformaron como ejes centrales de un proceso económico y social conducido por el Estado dejando atrás definitivamente un sistema basado en la exportación de la producción primaria. Para otros, el peronismo también significó un punto de inflexión pero habría dado inicio a un prolongado retardo económico, de alejamiento del patrón de crecimiento que siguieron otros países incluso los latinoamericanos. En esta interpretación, la Argentina se encontraba al finalizar la Segunda Guerra Mundial (SGM) en condiciones inmejorables para ensayar distintas estrategias económicas sin mayores restricciones: casi no poseía deuda externa, tenía amplias reservas y una industria creciente; además, existía una alta demanda internacional de materias primas y alimentos con muy buenos precios. Pero, en opinión de estos analistas, cuando a comienzos de los años cincuenta la situación y los precios de los productos de exportación se deterioraron, esa pléyade de oportunidades fue desperdiciada, puesto que el peronismo no habría tomado el rumbo correcto para modificar la estructura económica y lograr de ese modo una mayor independencia de los vaivenes de la economía internacional. En particular se ha culpado al gobierno por no utilizar las divisas disponibles para crear una industria de base y con mayor grado de eficiencia y por gastarlas, en cambio, en la nacionalización de los ferrocarriles y la repatriación de la deuda externa, o haber estimulado el desarrollo de empresarios acostumbrados a vivir a expensas del Estado y de los altos niveles de protección. También se ha argumentado que en esas favorables circunstancias iniciales debieron haberse impulsado las exportaciones agrícolas, aun cuando eso supusiese una contención del consumo interno, y las industriales, de forma tal de tener cubierta la provisión de divisas y a la vez mantener la competitividad de la producción local. Esta imagen —quizá predominante— presenta a un gobierno no tan interesado en la industrialización en sí misma sino más en el incremento del consumo y del empleo, más en la seguridad económica de las masas y en la de un grupo de empresarios favorecidos a costa del incremento de las inversiones y de la capacidad para transformar la economía, como apuntó Carlos Díaz Alejandro, en su obra clásica sobre el desarrollo económico argentino.


  La interpretación negativa de aquella experiencia se ha visto reforzada por otra idea vinculada no tanto con las erróneas medidas de política económica sino con la inconsistencia para poder sostenerlas en el más largo plazo, una idea que se asocia al populismo en economía. Luego del fallido tercer gobierno peronista, interrumpido por el brutal golpe militar de marzo de 1976, Aldo Ferrer estilizó un modelo de política económica “populista”, identificable con la experiencia de los años cuarenta y cincuenta que ha marcado a fuego un número no menor de elucidaciones sobre el período. De acuerdo con ese esquema, la política económica del primer peronismo tenía como objetivo mejorar el nivel de vida de los trabajadores y para eso se centró básicamente en el aumento salarial y en la transferencia de ingresos desde el sector agropecuario al industrial. Ello supuso un incremento de la intervención estatal en el conjunto de las actividades económicas y sociales que no sólo respondió a una mera ampliación de las innovaciones heredadas desde los años treinta sino que constituyó una ruptura importante respecto de esa coyuntura, en particular en lo que se refiere a la orientación de la intervención y los beneficiarios de ese proceso. En los años de bonanza los buenos precios internacionales habrían permitido la redistribución y el éxito de esa política para luego dar lugar a otra, que no podía ser considerada “peronista”, caracterizada por una reversión de las medidas económicas iniciales en todos su planos, y particularmente en la redistribución del ingreso, el objetivo más importante de la política económica inicial. Esa política “no peronista” habría predominado de hecho desde 1949 hasta el final del gobierno (aunque muchos, al igual que el propio Ferrer, marcaron el “cambio de rumbo” hacia 1951-1952) abarcando la mayoría de los años de la gestión de Juan Perón.


  Estas miradas críticas y relativamente lineales apenas si fueron cuestionadas; poco se indagó sobre el período hasta hace unos pocos años, y el ciclo peronista quedó subsumido en explicaciones de más largo plazo de la historia económica argentina que le sustrajeron sus connotaciones específicas. Desde esa perspectiva, la experiencia en ese decenio, más allá del reconocimiento de cambios importantes, habría sido una cuestión de grado y quedó diluida dentro del proceso de industrialización por sustitución de importaciones y de incremento de la intervención estatal observable desde los años treinta y sólo interrumpida por las políticas de desindustrialización impulsadas desde mediados de la década de 1970. No obstante, como destacamos, en los últimos años se ha producido una revisión importante de variados aspectos del peronismo, incluso en dimensiones impensadas tiempo atrás por el avance de las disciplinas vinculadas con la sociología, la política o la cultura. Con todo, sorprendentemente no se ha publicado ningún libro sobre la economía peronista, y sólo recientemente comenzaron a ser indagados algunos de sus aspectos específicos, en particular del desempeño industrial y agrario.


  Es probable que el nuevo contexto que abrió la feroz crisis económica, social y política de 2001 y la irrupción de un nuevo programa político identificado con variados elementos del peronismo histórico haya hecho las veces de catalizador de la investigación sobre aquellos años “fundacionales”. Aunque no de manera unívoca es indudable que la trama actual ha animado y estimulado las investigaciones y reinterpretaciones sobre el pasado encauzándolas hacia determinados temas y problemas, permitiendo focalizar en períodos específicos y confrontar con aquellas consideraciones más generales que sobre el peronismo habían brindado las interpretaciones estructurales o de largo plazo. De hecho, algunos componentes identificables en la experiencia peronista “clásica” se encuentran presentes en la actualidad y son variables de acción y discusión en el campo de la política y la economía. Así, la redistribución del ingreso, el dilema inflacionario, la política respecto del agro, la escasa integración del sector industrial, el avance de la intervención y regulación del Estado, la política de subsidios o de incremento del gasto público e incluso la conformación de un “Estado empresario”, por ejemplo, fueron problemáticas de relevancia antaño y a la vez son puestas sobre el tapete de manera cotidiana en el presente. Pero también los alcances y límites del nuevo modelo de crecimiento remiten a los años del peronismo clásico, cuando los buenos precios internacionales de los productos de exportación permitieron alentar la política de redistribución del ingreso que fue necesario reestructurar cuando esos precios comenzaron a descender. En definitiva, la discusión actual referida a si el crecimiento de la economía argentina depende del “viento de cola” de los precios internacionales y si es capaz de sostener ese crecimiento con un cambio de la estructura productiva que permita una relativa independencia de las variables externas, como veremos, se engarza cabalmente con las alternativas de la política económica del peronismo durante los años cuarenta y cincuenta… Qué decir además de la importancia de los actores sociales destinatarios sustanciales de las políticas y su capacidad para acompañar esos proyectos: los trabajadores y sus organizaciones y la afamada “burguesía nacional”.


  En este libro se sostiene que no hubo una directriz económica uniforme entre 1946 y 1955, ni una estrategia de desarrollo de largo plazo que hiciera eje en algún sector productivo de manera consistente, de modo que no se identifica al peronismo con el industrialismo ni tampoco con el estatismo. La distribución del ingreso en favor de los trabajadores y el sostenimiento del empleo fueron las definiciones predominantes durante ese decenio, si bien sufrieron modificaciones de importancia. En consecuencia, tanto el primer y fugaz período hasta fines de 1948 como el segundo que se extendió hasta el derrocamiento del gobierno en 1955 son genuinas expresiones de la “política económica del peronismo”, aun cuando en los años posteriores la memoria, el discurso y la construcción política privilegiará las referencias al período inicial, identificado como la cristalización de una idílica y “auténtica” economía peronista.


  El programa económico y las primeras

  luces del bienestar

  1946-1948


  Las ideas


  La literatura especializada ha caracterizado al peronismo como un régimen nacionalista, interventor-estatista, industrialista y una serie de calificativos más o menos genéricos identificables en última instancia con el concepto de “populismo”, asociado a las políticas de redistribución. No obstante, desde sus orígenes, el peronismo pretendió conformar una concepción propia y original que se integraba dentro de su “doctrina” social y política. Esa pretensión puede rastrearse en los discursos y publicaciones oficiales durante los primeros años de gobierno. El propio Perón aludía una y otra vez a los “sólidos fundamentos de la doctrina justicialista” que tenía “una solución argentina para cada problema de la humanidad”. Paradójicamente, esa concepción cobró forma más acabada después de 1949, cuando una crisis económica revirtió las condiciones excepcionales que habían permitido desarrollar la “política económica peronista” inicial, que se modificaría en muchos aspectos de manera notable. De todos modos, aun cuando el cambio en materia económica fue significativo, muchas de las ideas generales que habían dado marco a las políticas de los primeros años se sostenían en la “doctrina cristalizada”, que significativamente reflejaba de manera más contundente lo realizado hasta 1948. Desde el punto de vista discursivo, aunque la realidad posterior a 1949 fuese parcialmente diferente a lo que se presentaba por ese mismo momento, la “filosofía económica peronista” permitía mantener viva la imagen de prosperidad y éxito que caracterizó el desempeño económico inicial.


  En consecuencia, durante los primeros años de la experiencia peronista no existió un cuerpo teórico definido que actuara como guía y sustento de las medidas económicas que se implementaban, y muchas de ellas resultaron de decisiones tomadas como respuesta a coyunturas previas a la gestión de gobierno y otras particulares que se fueron presentando. De todos modos, aun cuando el pragmatismo predominó en esos años, algunos intelectuales y miembros del entorno gobernante buscaron muchas veces de manera más o menos explícita un sustento teórico para las políticas desplegadas. Y es indudable que la política económica inicial se enmarcó en un ambiente de debate intelectual de gran alcance en torno de la intervención del Estado en la economía como mecanismo para atenuar las crisis. Esas discusiones eran tributarias de la difusión a nivel mundial de los planteos de John Maynard Keynes luego de la crisis económica de 1929, el impacto de los programas intervencionistas de Franklin Roosevelt en los Estados Unidos, especialmente del New Deal, y de William Beveridge en Gran Bretaña, y también de los planes soviéticos de industrialización acelerada y de las oscuras proyecciones del fascismo italiano particularmente. Con todo, las ideas keynesianas componían de manera preponderante el aire que insuflaba vida a la economía capitalista de la época y nutrió un amplio abanico de orientaciones de políticas económicas y sociales en numerosos países, entre ellos los latinoamericanos y especialmente la Argentina.


  El “sistema social peronista”, imbuido de la doctrina social de la Iglesia, tomaba la idea de que el capitalismo, dejado a su suerte, multiplicaba la riqueza pero generaba una distribución injusta entre empresarios y trabajadores, provocando esporádicos choques de intereses y conflictos de potencial gravedad para el conjunto social; en consecuencia, el Estado debía intervenir o mediar para que el crecimiento económico se lograra con la mayor armonía posible. Pero no era un proyecto estatista; para Perón “la economía nacional debe basarse en que el Estado controle los fundamentos de aquélla, quedando a la iniciativa privada, a veces en colaboración o forma mixta con el Estado, o exclusivamente por su cuenta, el desarrollo de la producción”.


  Esa intervención a través de la planificación económica no sólo era compatible con el sistema democrático sino que era la única posibilidad de “mantener los atributos de la personalidad humana, fundamentando la pervivencia de los ideales cristianos, de considerar al hombre como el valor final en la tierra y al Estado como instrumento de su felicidad”, como afirmara el diputado peronista John Cooke en 1946. Claro que para lograr ese propósito también era necesario convencer a los capitalistas de que se mostraran dispuestos a sacrificar algo, pagando mejores salarios, a cambio de contener el enfrentamiento social y la amenaza a la propiedad de sus negocios que podría derivar de la intensificación de los conflictos; los mayores ingresos de la población como contrapartida implicaban un aumento del mercado interno y de las oportunidades de negocios para el conjunto del empresariado.


  Esta concepción se completaba con la consolidación de sindicatos organizados que posibilitaba el control de un movimiento obrero considerado anárquico y dañino del tejido social. En este sentido, para el gobierno militar que tomó el poder en junio de 1943 la lucha contra el comunismo era prioritaria y así lo plasmó el coronel Perón, secretario de Trabajo y Previsión, en un famoso y fresco discurso de agosto de 1944 en la Bolsa de Comercio de Buenos Aires. La mejor alternativa para enfrentar ese flagelo consistía en la cooperación de los industriales y el parlamento con las organizaciones del movimiento obrero. En palabras de Perón, el diálogo era


  “el medio para que lleguen a un acuerdo no a una lucha. Así se suprimen las huelgas, los conflictos parciales, aunque indudablemente, las masas obreras pasan a tener el derecho de discutir sus propios intereses desde una misma altura con las fuerza patronales, lo que analizado es absoluta justicia... Y el Estado está en la obligación de defender una asociación como la otra, porque le conviene tener las fuerzas orgánicas que pueda controlar y que puede dirigir; y no fuerzas inorgánicas que escapen a su dirección y a su control”.


  De allí que se impulsara la ley de Asociaciones Profesionales que en 1945 reconocería a los sindicatos como asociaciones de derecho público y la instrumentación de negociaciones colectivas para dirimir los conflictos en torno de los salarios, a la vez que disponía la retención obligatoria de los aportes sindicales por parte de los empleadores. Pero para despejar toda duda acerca de sus intenciones postreras agregaba en el recinto de la Bolsa:


  “Señores capitalistas: no se asusten de mi sindicalismo, nunca mejor que ahora está seguro el capitalismo ya que yo también lo soy porque tengo estancia y en ella operarios. Lo que quiero es organizar estatalmente a los trabajadores para que el Estado los dirija y les marque el rumbo, y de esa manera se neutralizarán en su seno las corrientes ideológicas y revoluciones que pueden poner en peligro nuestra sociedad capitalista en la posguerra. A los obreros hay que darles algunas mejoras y serán una fuerza fácilmente manejable”.


  Años después diría de ese proceso no sin una cuota de cinismo:


  “Yo les hablaba (a los obreros) un poco de comunismo. ¿Por qué? Porque si les hubiera hablado en otro idioma me hubieran tirado el primer naranjazo (…) Se inclinaban más hacia la lucha de clases (...) ellos querían ir donde estaban acostumbrados a pensar que debían ir. Yo no les dije que tenían que ir adonde yo iba; yo me puse delante de ellos e inicié la marcha en la dirección donde ellos querían ir; durante el viaje fui dando la vuelta y los llevé donde yo quería”.


  En este proyecto —que cristalizaría en la idea de conformar una “comunidad organizada” nunca muy claramente definida— la economía y la política económica se encontraban ineludiblemente subordinadas a esa lógica política que pretendía evitar la lucha de clases, promoviendo la justicia social mediante la intervención del Estado. En consecuencia, la búsqueda de armonía social condicionaba y daba fundamento a las definiciones económicas, que imponían reservas al capital nacional y extranjero, y apuntaban a controlar la conflictividad de los trabajadores. Una denominada “tercera posición” propugnaba el rechazo de la economía libre pero también del dirigismo, en adhesión a un sistema económico donde el capital se encontraba al servicio de la sociedad. En palabras de Perón hacia 1950, una vez cristalizado este pensamiento, “puestas las cosas en su lugar, capital y propiedad individual en función social, nuestra economía dejó de ser individualista sin pasar a ser colectivista, poniéndose, de este modo, en el justo medio que nos permite calificarla y denominarla con el nombre de economía justicialista”. Una representación de esa idea puede encontrarse en Mundo Peronista, una revista de difusión de la “doctrina justicialista” donde podían encontrarse en 1951 definiciones como éstas:


  “Fascismo: usted tiene dos vacas; el gobierno se las deja; usted las ordeña y él le saca la leche. Nazismo: usted tiene dos vacas, el gobierno lo mata a usted y le saca las dos vacas… Democracia capitalista: usted tiene dos vacas. Vende una vaca, compra un toro, y con el tiempo se hace estanciero, dueño y señor de haciendas y vidas humanas… Comunismo: usted tiene dos vacas. El gobierno se las quita, las ordeña y le da a usted un poco de leche. Justicialismo: usted tiene tres vacas. Usted mata una vaca y le vende la mitad a sus paisanos; el gobierno le defiende el negocio de una cuarta parte, que usted vende en el exterior, y usted le entrega al gobierno el otro cuarto para ser distribuido entre los que no tenían ni una gallina. De paso se salva de que estos necesitados hagan una ‘carnicería’ cuereándolo a usted y a sus tres vacas. Las otras vacas las guarda para que le sigan dando leche y terneros. ¡Ah!... Y si usted se aviva trabajando ¡industrializa los restos de la vaca muerta y la leche de las vivas!”.


  Evidentemente el discurso “justicialista” pretendía marcar la diferenciación con otros sistemas para reafirmar su propia identidad. Pero además, la misteriosa vaca extra que tienen los paisanos del justicialismo parecía remitir a la abundancia de la que gozaba la economía argentina, al menos en los años inmediatos de la posguerra, y que posibilitaba la redistribución del ingreso (lo que de algún modo habría de desaparecer después de 1949, precisamente cuando se escribían esas líneas). Pero el elemento más significativo de esta pequeña fábula justicialista era su moraleja: la redistribución evitaba el conflicto social y la lucha de clases, que de otra forma terminaría en una revolución violenta, una idea expresada numerosas veces y desde tiempo atrás. Quedaba claro cuáles eran los objetivos últimos de la política económica: sostener el statu quo social, todas las acciones y medidas por importantes que fuesen en sí mismas se transformaban finalmente en instrumentos para cumplir ese propósito supremo, y en ese contexto deben ser entendidas y analizadas.


  En el conjunto de estas ideas, que como señalamos fueron cobrando forma acabada sólo en el transcurso de la experiencia de poder, el incremento de los salarios de los trabajadores se entendía como una condición imprescindible para evitar la crisis que se estimaba sobrevendría luego de terminada la SGM; en tanto las restricciones del comercio exterior producto de esas circunstancias particulares habían permitido un avance de un número importante de actividades manufactureras a través de la sustitución de importaciones, la reanudación de los flujos comerciales habría de provocar la quiebra de vastos sectores productivos, acarreando como consecuencia la desocupación y la gestación de las condiciones para que se desarrollase el tan temido conflicto social.


  Como ha destacado el historiador José Villarruel, esta orientación encontró inicialmente un sustento oportuno en las teorías del subconsumo, que intentaban explicar las crisis económicas argumentando que la proporción decreciente de los salarios en el total de la riqueza generada producía cíclicamente una insuficiencia del consumo de los sectores populares para absorber la oferta de bienes y servicios. En esas circunstancias, la recesión y el estancamiento eran inevitables, en tanto la producción de bienes no estaba regulada conscientemente y era, en principio, ilimitada, mientras que el poder de compra estaba dado por los salarios que tendían a ubicarse en niveles de subsistencia. Para esta teoría, desarrollada y difundida a mediados del siglo XIX, la causa de la crisis era el exceso de ahorro, que podía provocar grandes discrepancias entre el consumo y la producción, bajo el supuesto implícito de que los ingresos que no se consumían tampoco se invertían. La obra de Keynes en los años treinta respaldó las prescripciones de esa teoría con algunos matices ya que no identificaba el origen del problema en la formación de ahorro sino en la falta de inversión, desarrollando una explicación integral del papel de la “demanda efectiva” —resultante de la propensión a consumir y de la inversión— en el ciclo económico.


  Las teorías del subconsumo brindarían a Perón un adecuado argumento político que a la vez le permitía ser crítico respecto del curso de la economía capitalista y por lo tanto diferenciarse de ese sistema. Así lo reseñaba desde su cargo en la Secretaría de Trabajo y Previsión:


  “La República Argentina produce en estos momentos el doble de lo que consume, es decir, la mitad de lo que produce sale al exterior… Cuando ya no sea posible exportar, si consumimos sólo el 50% ¿cuál será la situación de nuestra industria, de nuestra producción? Habrá una paralización del 50% y veremos a un millón de argentinos desocupados que no tendrán en qué trabajar ni con qué vivir. No habrá otro remedio que aumentar el consumo. Y el consumo, en una circunstancia tan extraordinaria como la que se nos va a presentar, solamente podrá aumentarse elevando los sueldos y salarios para que cada uno pueda consumir mucho más de lo que consume actualmente y permitiendo que cada industrial, cada fabricante, cada comerciante pueda a su vez producir lo mismo que hoy sin verse obligado a parar las máquinas y a despedir a los obreros”.


  Estas formulaciones ya rondaban las definiciones de un grupo de intelectuales preocupados por las limitaciones de la estructura económica que se agruparon alrededor de la Revista de Economía Argentina fundada por Alejandro Bunge en 1918. Algunos de sus discípulos participarían activamente en el Consejo Nacional de Posguerra, un organismo creado en 1944 por el gobierno militar con el propósito de diseñar una estrategia económica y social para lo que se estimaba serían tiempos sombríos.


  Los condicionantes

  (o la escasa autonomía de la política económica)


  Las desigualdades en el desarrollo regional, la inadecuada distribución del ingreso y la exposición de toda la economía a factores como las condiciones climáticas o el nivel de demanda del exterior no estimulaban el regreso a la economía agroexportadora. Pero además las condiciones sociales y políticas también ameritaban proseguir en el camino que la industrialización forzosa experimentada durante el conflicto bélico había estimulado.


  El proyecto político de Perón pretendió recostarse inicialmente en los partidos tradicionales; sin embargo, debió lanzar su candidatura presidencial sin más apoyo que los que había conseguido desde el poder, que no resultaron desdeñables de acuerdo con lo acontecido el 17 de octubre de 1945. La clase obrera había tenido un crecimiento notable en la década previa y especialmente durante la industrialización de los años de la guerra, llegando al millón de trabajadores. Estas circunstancias le otorgaban a los sectores obreros una gravitación social —y electoral— creciente, y se transformarían junto con el ejército y la iglesia —sectores receptivos del discurso peronista de control social de los trabajadores— en la base política de la nueva gestión. Para alcanzar el éxito y la consolidación política de su proyecto era ineludible que Perón continuara por el sendero que marcaba el creciente peso de las manufacturas.


  De todos modos, el crecimiento económico que se verificó durante el período bélico fue relativo y condicionaba sobremanera las posibilidades del futuro cercano. La economía argentina tuvo tasas de crecimiento moderadas (del orden del 3-4% anual) durante la SGM; no obstante, al igual que muchos otros países latinoamericanos y otros que no participaron de manera directa en el conflicto, las actividades manufactureras tuvieron importante expansión, básicamente como consecuencia de la sustitución de bienes importados que los grandes centros productores no podían abastecer. En ese contexto por primera vez la producción industrial superó la participación del sector primario en la composición del Producto Bruto Interno (PBI). Incluso en esas circunstancias la Argentina logró, si bien fugazmente, exportar productos industriales en magnitudes considerables a otros países de América latina y los Estados Unidos. Las oportunidades de exportación, las posibilidades de sustitución de importaciones y la acumulación de reservas derivadas de una balanza comercial favorable (que superaron los 1.600 millones de dólares) mostraban una promisoria fase de expansión de la actividad económica.


  Pero si bien las cuentas externas arrojaban sucesivos saldos positivos, ellos obedecían más a la imposibilidad de importar que a la capacidad de las exportaciones argentinas pues la producción rural se encontraba estancada desde hacía muchos años. Además, las libras obtenidas por el intercambio con Inglaterra se acumulaban pero estaban “bloqueadas”, no podían utilizarse fuera del área de la libra o convertirlas en otras divisas. Esas dificultades afectaron el acceso del sector rural a las maquinarias agrícolas y también de las industrias a materias primas, combustibles y equipos provocando una fuerte descapitalización que marcaba dramáticamente la escasa integración de la estructura manufacturera y sus límites.
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